
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE PERSONAS JÓVENES, SUSCRITA 

POR LA DIPUTADA REYNA CELESTE ASCENCIO ORTEGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MORENA, E INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE JUVENTUD Y DIVERSIDAD SEXUAL 

Los que suscriben, diputados integrantes de la Comisión de Juventud y Diversidad Sexual de la Cámara de 

Diputados en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II y 72 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta soberanía iniciativa 

con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General en Materia de Personas Jóvenes, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

El objeto de esta iniciativa es emitir una Ley General en Materia de Personas Jóvenes que permita cumplir con el 

mandato constitucional del decreto por el que se declara reformados los artículos 4o. y 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de juventud, publicado el 24 de diciembre de 2020 en el 

Diario Oficial de la Federación.1 

Para mejor referencia se transcribe a continuación el citado decreto: 

“Artículo Único. Se reforma la fracción XXIX-P del artículo 73 y se adiciona un último párrafo al artículo 4o. 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 4o. ... ( Del primer al décimo séptimo párrafo) 

El Estado promoverá el desarrollo integral de las personas jóvenes, a través de políticas públicas con enfoque 

multidisciplinario, que propicien su inclusión en el ámbito político, social, económico y cultural del país. La 

Ley establecerá la concurrencia de la Federación, entidades federativas, Municipios y demarcaciones 

territoriales de la Ciudad de México, para esos efectos. 

Artículo 73. ... 

I. a XXIX-O. ... 

XXIX-P. Expedir leyes que establezcan la concurrencia de la federación, las entidades federativas, los 

municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, velando en todo momento por el interés 

superior de los mismos, así como en materia de formación y desarrollo integral de la juventud, cumpliendo con 

los tratados internacionales de la materia de los que México sea parte; 

XXIX-Q. a XXXI. ... 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley General en materia de Personas Jóvenes , en el 

plazo de un año, a partir de la publicación del presente decreto. 



 

 
 

Tercero. Las Legislaturas de las entidades federativas, realizarán las adecuaciones normativas necesarias para 

cumplir con los fines establecidos en el presente decreto, dentro de los 180 días siguientes a la expedición de 

la Ley General en materia de Personas Jóvenes.” Énfasis añadido 

Como se aprecia existe mandato constitucional expreso para expedir la Ley General en Materia de Personas 

Jóvenes conforme al artículo segundo transitorio del decreto de reforma constitucional del 24 de diciembre de 

2020. 

Es importante señalar que de la fecha de expedición de la Ley General en Materia de Personas Jóvenes dependerá 

el computo del plazo para que las entidades federativas armonicen su legislación local, por ello resulta de la mayor 

relevancia que se proceda a su emisión; en el entendido que las leyes generales son normas expedidas por el 

Congreso de la Unión que distribuyen competencias entre los distintos niveles de gobierno en las materias 

concurrentes y sientan las bases para su regulación , de ahí que no pretenden agotar la regulación de la materia 

respectiva, sino que buscan ser la plataforma mínima desde la que las entidades puedan darse sus propias normas 

tomando en cuenta su realidad social.2 

No sobra decir que una ley general busca dar armonía y un trato uniforme a una misma materia, así como articular 

esfuerzos institucionales en los tres órdenes de gobierno respecto de una materia, en este caso, respeto de la 

política del Estado para la atención y desarrollo de las personas jóvenes. 

Es pertinente apuntar que esta propuesta de nueva ley se origina de una reforma constitucional histórica, ya que 

se reconoce expresamente a las y los jóvenes en el texto de la Constitución, mencionando que hubo esfuerzos 

previos que intentaron la modificación constitucional, hasta que finalmente en la LXIV Legislatura se logró que 

haya fundamento constitucional para que el Estado Mexicano tenga el mandato claro de promover el desarrollo 

integral de los jóvenes y para tales efectos se faculta expresamente al Congreso de la Unión para expedir una ley 

de carácter general en esa materia. 

Entre las razones que sostienen y justifican este proyecto legislativo es la demanda de millones de jóvenes de que 

haya mejores condiciones de vida y oportunidades de desarrollo para ellos, en México se estima que hay 30.6 

millones de jóvenes de entre 15 y 29 años, donde los jóvenes representan 25 por ciento de la población total en 

nuestro país, de acuerdo con datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).3 

Es imperativo que haya una política de juventud establecida desde la Constitución, y que se desdoble en una ley 

de carácter general que sea transversal a los tres órdenes de gobierno a fin de satisfacer el compromiso ineludible 

para promover el desarrollo integral de los jóvenes. 

Es de destacar que el desarrollo integral de las personas jóvenes debe entenderse como un deber progresivo, donde 

el Estado mexicano tiene la responsabilidad de constituir un proceso integral y continuo para la creación de un 

orden económico y social justo, y que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la 

distribución equitativa de la riqueza y del ingreso; dicho desarrollo integral también debe incluir la plena 

participación de los jóvenes en sus pueblos y comunidades sobre las decisiones relativas a su propio desarrollo. 

Con la emisión de esta ley habrá un instrumento concurrente que articule y homologue una política pública de 

atención a las personas jóvenes, que dará uniformidad y articulará los esfuerzos institucionales en los tres órdenes 

de gobierno, bajo la idea de que haya unidad y coherencia bajo una política clara y puntual en este ámbito. 

En conclusión, la emisión de esta ley cumple un compromiso histórico, ya que serán beneficiarios, millones de 

jóvenes que han creído y tienen la esperanza de crear un México más incluyente, que los escuche y que los atienda. 



 

 
 

Es oportuno manifestar que durante la LXIV Legislatura, las diputadas y diputados de la Comisión de Juventud 

y Diversidad Sexual se dieron a la tarea tanto de dar seguimiento a la reforma constitucional en materia de 

juventud y a la par se realizaron ejercicios consultivos con el objeto de escuchar a las y los jóvenes. 

De lo anterior destacan los foros denominados ¡Jóvenes, Cámara y Acción !, fueron convocados por la Cámara 

de Diputados y el Senado de la República, los cuales se realizaron con la participación del Instituto Mexicano de 

la Juventud, así como de congresos y gobiernos estatales y municipales, de marzo a agosto de 2019, bajo el 

ejercicio de parlamento abierto para recoger las reflexiones de las juventudes mexicanas se llevó a cabo de manera 

exitosa en 16 entidades federativas: Ciudad de México, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, estado de México, 

Jalisco, Michoacán, Nuevo León, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Veracruz y 

Zacatecas, lo anterior fue posible gracias a las y los diputados secretarias, secretarios e integrantes de la Comisión 

anfitriones: Cuauhtli Fernando Badillo Moreno, Lidia Nallely Vargas Hernández, Alejandro Viedma Velázquez, 

Pedro Daniel Abasolo Sánchez, Reyna Celeste Ascencio Ortega, Frida Alejandra Esparza Márquez, María 

Alemán Muñoz Castillo, Édgar Guzmán Valdés, Dorheny García Cayetano, Lizeth Amayrani Guerra Méndez, 

Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, Ana Lucía Riojas Martínez y Sebastián Aguilera Brenes, así como el 

apoyo de diputadas y diputados externos a la Comisión pero con gran trabajo por las juventudes: Nancy Yadira 

Santiago Marcos, Sandra Paola González, María Teresa Pérez López, Diego Eduardo del Bosque Villarreal, Rosa 

María Bayardo Cabrera y Aida Guadalupe Jiménez Sesma. En estos foros las y los jóvenes expresaron ideas, 

sugerencias y aportaciones para robustecer el contenido de la Ley General en Materia de Juventud. 

En 2019 se organizó el Parlamento Juvenil Consultivo 2019 sobre los contenidos que deben incluirse en una Ley 

General en Materia de Juventud, cabe resaltar que participaron 300 jóvenes procedentes de todo el país, así como 

algunos galardonados con el Premio Nacional de la Juventud 2019, este parlamento se caracterizó por su inclusión 

a personas jóvenes con alguna discapacidad, indígenas, a miembros de la comunidad de la diversidad sexual, 

además de que se cumplió con el principio de paridad de género. 

Asimismo, en octubre de 2020 se realizó el Parlamento Juvenil 2020 Juventud Unida en la Distancia , que fue 

inédito ya que fue virtual, dados los retos y condiciones de la actual epidemia de Covid-19, bajo el propósito de 

generar un espacio de parlamento abierto, consecuentemente de encuentro, de aprendizaje y de consulta con los 

jóvenes acerca de los principales problemas de salud, educación, empleo y seguridad que enfrentan en sus 

comunidades, cabe mencionar que iniciaron su registro más de mil 800 jóvenes, de los cuales poco más de 750 

completaron su proceso de inscripción y se tuvieron que escoger 150 mujeres y 150 hombres, se caracterizó por 

ser un grupo diverso, donde confluyeron jóvenes indígenas, con discapacidad, de la diversidad sexual, entre otros. 

Las experiencias relatadas sirvieron para escuchar y entender de primera mano, la situación en que se encuentran 

las personas jóvenes en México, así como para enriquecer esta iniciativa de ley, y reforzar el principio de que 

debe ser expedida por el Congreso. 

En cuanto a la estructura de la ley se plantea una ley general con dos ejes fundamentales, una parte orgánica y 

una parte de derechos, en la primera parte se plantean las atribuciones del Instituto Mexicano de la Juventud y la 

articulación que se hará con los estados, mientras que en la parte de reconocimiento de derechos además se 

proponen mecanismos para exigir su cumplimiento. 

Al respecto, se menciona que esta iniciativa pretende incorporar la actual estructura del Instituto Mexicano de la 

Juventud, bajo una política de austeridad republicana para no crear nuevos órganos o estructuras, además de que 

se estima que es más conveniente que haya un solo ordenamiento que aborde tanto aspectos orgánicos de las 

autoridades como aspectos sustanciales de los derechos de las personas jóvenes, de tal manera que haya un solo 

instrumento uniforme en la materia, que es precisamente lo que buscó la reforma constitucional. 



 

 
 

Por otra parte, se redefine el ámbito personal de la ley, para considerar a las personas cuya edad quede 

comprendida entre los dieciséis y veintinueve años de edad, que residan o transiten en el territorio nacional, ello 

por la actual Ley del Instituto Mexicano de la Juventud contempla desde los doce años, sin embargo, se estima 

que los personas de dieciséis años tienen una mejor contextualización en la Ley General de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes, pero se considera que las personas a partir de los dieciséis años podrían contextualizarse 

de mejor manera como jóvenes y de esta manera crear una especie de etapa de transición entre la adolescencia y 

la juventud, esta última a partir de los dieciséis años. 

Es importante señalar que no se considera que exista una transposición entre la ley que se propone con esta 

iniciativa y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, al respecto se plantea la regla de que 

siempre se privilegiara el derecho que mayor protección le procure a la persona. 

Precisamente, al acotar el ámbito personal de la atención a las personas jóvenes desde los dieciséis años se hace 

una mejor diferenciación con la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y se establece un 

periodo de edad de transición donde existiría un doble marco de protección, que en caso de contradicción se 

aplicaría lo más favorable para la persona. 

Por otra parte, en esta ley se deja sentado que la atención a las personas jóvenes debe darse en un marco de 

cooperación y concurrencia entre las autoridades de la federación, estados, municipios y alcaldías, se estima que 

de esa manera se puede lograr un modelo integral de atención y articular una política nacional en materia de 

derechos de la juventud a través de la organización y funcionamiento del Sistema Nacional de la Juventud. 

De tal manera que toda autoridad, al dar tratamiento a las personas jóvenes, estará obligada al ejercer sus 

atribuciones con perspectiva de juventud, ello significa que se deberá buscar la manera no sólo de garantizar y 

proteger sus derechos sino también de buscar que haya progresividad sobre los mismos, como una visión práctica 

y metodológica que permite identificar, desarrollar y fomentar prácticas sociales y mecanismos jurídicos 

institucionales que garanticen los derechos a las personas jóvenes. 

A partir de la expedición de esta ley se estima que se debe iniciar un proceso renovado para integrar una política 

nacional en materia de derechos de las personas jóvenes que implique el diseño, ejecución, seguimiento y 

evaluación de acciones y mecanismos en materia de protección y promoción de sus derechos. 

Otro punto importante de esta ley es reconocer a las personas jóvenes en situación de vulnerabilidad, como 

aquellas que se encuentran en circunstancias específicas de carácter socioeconómico, alimentario, psicológico, 

físico, discapacidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, condición migratoria o situación de apatridia, o 

bien, relacionadas con aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u otros 

que restrinjan o limiten el ejercicio de sus derechos, de tal manera que esta ley parte de la premisa que la situación 

de las personas jóvenes se puede ver doblemente afectada, tanto por su condición de juventud como por las 

condiciones particulares de cada uno de ellos, por lo que las autoridades estarán obligadas a implementar acciones 

afirmativas para aquellos que se encuentren en situación de vulnerabilidad. 

Otro aspecto a resaltar de este ordenamiento es que, bajo un principio de sistematicidad entre los ordenamientos, 

se hace uso del principio de supletoriedad con otras leyes que igualmente ofrecen un marco protector a Niñas, 

Niños, Adolescentes, Mujeres así a las previsiones generales del derecho común. 

En cuanto a la existencia de un órgano garante se conserva al Instituto Mexicano de la Juventud como un 

organismo público descentralizado de la administración pública federal, con personalidad jurídica, patrimonio 

propio, autonomía técnica, operativa y de gestión que será autoridad coordinadora en la promoción y fomento de 

las condiciones que aseguren a la juventud un desarrollo pleno e integral. 



 

 
 

Sobre el particular, es importante que el Instituto Mexicano de la Juventud potencialice su función de tal manera 

que en el marco de esta ley, inicie un proceso de liderazgo en la coordinación con las autoridades estatales y 

municipales para impulsar un modelo de atención integral a las personas jóvenes, cabe mencionar que esta ley 

mantiene las atribuciones y estructura orgánica y de gobierno del citado Instituto a fin de no trastocar la dinámica 

institucional que viene realizando pero si se ordena que haya una revisión de su funcionamiento interno ya que 

en las disposiciones transitorias se establece el mandato de emitir un nuevo estatuto orgánico, de igual forma 

permanecen los mecanismos de control y vigilancia. No sobra decir que el papel que fungirá el director general 

del instituto será esencial ya que tendrá funciones de coordinación y ejecución del marco institucional concurrente 

que se está delineando. 

Otra innovación de esta ley, es que en el marco de la Ley Federal del Servicio Profesional de Carrera de la 

Administración Pública Federal se establezca un servicio profesional en el instituto que permita contar con 

servidores públicos debidamente capacitados para la atención de personas jóvenes, y cuya permanencia en su 

labor pública no dependa de la administración en turno, de tal manera que se estarían creando garantías 

institucionales de atención profesional 

Como parte de los contenidos novedosos, tenemos que el proyecto de ley obliga a que en los ámbitos de las 

entidades federativas, se establecerá un Instituto Estatal de la Juventud que goce de autonomía técnica, operativa 

y de gestión, y en el caso de los ayuntamientos se establecerá una instancia de atención especializada a las 

personas jóvenes. 

Una innovación más es que se obliga al Congreso a un proceso de revisión y consulta sobre el cumplimiento de 

los objetivos de esta ley, donde se promoverá la participación efectiva de las personas jóvenes para que sean ellos 

quienes opinen y puedan coadyuvar en la construcción de un marco legal que responda a sus necesidades. 

Otra novedad es que el instituto tendrá la posibilidad de emitir una alerta de atención sobre una problemática que 

afecte a un sector de personas jóvenes en aquellos casos donde exista una violación grave y reiterada a sus 

derechos, ello con el objeto de establecer medidas de coordinación entre las autoridades para su oportuna atención 

y de igual manera podrá emitir recomendaciones a las autoridades federales y locales, y tendrá legitimación 

procesal para iniciar acciones colectivas por actos u omisiones que afecten los derechos de las personas jóvenes; 

Asimismo, se propone un régimen de infracciones y sanciones, que sea un acicate para el cumplimiento de los 

derechos de las personas jóvenes, dicho régimen estará a cargo del instituto para sancionar a aquellos servidores 

públicos federales que incumplan con cualquiera de las obligaciones de la ley, proponiendo agravar la sanción 

económica en el supuesto de que se niegue en forma injustificada la prestación de un servicio público o al acceso 

a un programa social; asimismo podrá iniciar un procedimiento de denuncia para el caso de conductas indebidas 

de servidores públicos locales, donde se propone que el instituto dé vista al congreso local que corresponda y 

procederá a formular las denuncias administrativas o penales ante las instancias locales correspondientes, para 

que las entidades federativas puedan investigar y, en su caso, sancionar a sus servidores públicos. 

Finalmente, se estima que es la oportunidad de lograr un cambio histórico en la atención a las personas jóvenes 

por lo que este proyecto busca generar un cambio institucional de largo plazo, y bajo mecanismos que permitan 

a las autoridades impulsar el desarrollo de la juventud. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta honorable asamblea el siguiente 

proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley General en Materia de Personas Jóvenes 



 

 
 

Único. Se expide la Ley General en Materia de Personas Jóvenes, de acuerdo a lo siguiente: 

Ley General en Materia de Personas Jóvenes 

Título Primero 

Disposiciones Generales 

Sección Primera 

Disposiciones Generales 

Capítulo Único 

Objeto de la Ley y Principios Rectores 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y observancia general en toda la República y tiene 

por objeto prever las condiciones para el bienestar y desarrollo de las personas jóvenes; así como garantizar el 

pleno ejercicio, protección y promoción de sus derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, a través de la 

concurrencia de las autoridades de la Federación, Estados, Municipios y Alcaldías. 

Artículo 2. Son objetivos de esta Ley: 

I. Establecer los principios rectores que orientarán la política nacional en materia de derechos de la juventud. 

II. Prever mecanismos de garantía para el cumplimiento de los derechos de la juventud. 

III. Definir la política nacional en materia de la juventud; las facultades, obligaciones, competencias, 

concurrencia y bases de los mecanismos de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los 

municipios, las Alcaldías de la Ciudad de México; así como las bases generales de la participación de los 

sectores privado y social para el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley. 

IV. Regular la organización y funcionamiento del Sistema Nacional de la juventud. 

V. Establecer los medios de exigibilidad para el ejercicio de los derechos de la juventud, así como el régimen 

de responsabilidades, infracciones y sanciones para el debido cumplimiento de esta ley. 

Artículo 3. Son sujetos de derecho de esta Ley, las personas cuya edad quede comprendida entre los dieciséis y 

veintinueve años de edad, que residan o transiten en el territorio nacional. 

En el caso de aquellas personas jóvenes entre dieciséis y menores de dieciocho años de edad, se tomará en cuenta, 

como consideración primordial, el interés superior de la niñez. En caso de que haya alguna interpretación en 

contrario entre esta Ley y la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes se aplicará aquella 

norma que procure una mayor protección a la persona. 

Artículo 4. Toda autoridad estará obligada a ejercer sus funciones y atribuciones con perspectiva de juventud y 

conforme a los principios reconocidos en esta ley. 

Artículo 5. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, en el 

ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán en el cumplimiento del objeto de esta Ley, para el diseño, 

ejecución, seguimiento y evaluación de acciones y mecanismos en materia de protección y promoción de los 



 

 
 

derechos de la juventud, así como para procurar su máximo bienestar posible y su desarrollo humano a través de 

medidas estructurales, legales, administrativas y presupuestales. 

Artículo 6. Para efectos de esta ley se entiende por: 

I. Bienestar: El crecimiento inclusivo y equitativo de la juventud dentro de su esfera personal y social; 

II. Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

III. Consejo: Consejo Nacional de la juventud; 

IV. Consejos Locales: Consejos Estatales y Municipales de la juventud; 

V. Instituto: Instituto Mexicano de la Juventud; 

VI. Ley: Ley General en materia de Personas Jóvenes; 

VII. Política Nacional: Política Nacional de la Juventud; 

VIII. Sistema Nacional: Sistema Nacional de la Juventud; 

Artículo 7. Los principios rectores que orientarán la política nacional en materia de derechos de la juventud y 

que deberán ser observados en el ejercicio de las facultades de las autoridades la Federación, las entidades 

federativas, los municipios, las alcaldías de la Ciudad de México son, de manera enunciativa mas no limitativa, 

los siguientes: 

I. La universalidad , interdependencia , indivisibilidad , progresividad , integralidad y pro persona , 

conforme a lo dispuesto en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución, así como en los tratados internacionales 

de los que el Estado mexicano sea parte; 

II. Perspectiva de juventud, es la visión práctica y metodológica que permite identificar, desarrollar y 

fomentar prácticas sociales y mecanismos jurídicos institucionales que garanticen sus derechos a las personas 

jóvenes para el pleno desarrollo de su proyecto de vida, considerando sus preocupaciones y expectativas en un 

marco que propicie el respeto, inclusión y tolerancia hacia su diversidad y la reducción sistemática de las 

desigualdades que históricamente han enfrentado para así alcanzar su bienestar, facilitar sus transiciones en el 

curso de vida y promover su participación efectiva como parte sustantiva del devenir nacional; 

III. Transversalidad , criterio para la atención integral y conjunta por parte de las distintas autoridades e 

instituciones con base en los principios, condiciones, estrategias, acciones y procedimientos que impactarán 

favorablemente en la juventud; 

IV. Participación, principio mediante el cual, las personas jóvenes, en lo individual o en forma colectiva, 

intervienen en los asuntos públicos del país, ya sea para la toma de decisiones o para influir en las decisiones 

que se adopten en las instituciones del poder público; 

V. Inclusión , la garantía de dar acceso a oportunidades en igualdad de circunstancias para las personas jóvenes 

en los aspectos social, económico, político y cultural; 



 

 
 

VI. Igualdad sustantiva , el acceso al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento, goce o ejercicio 

de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas jóvenes; 

VII. Accesibilidad , son las medidas para asegurar el acceso de las personas jóvenes con discapacidad, en 

igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, 

incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e 

instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales; 

VIII. Solidaridad, como la defensa de los intereses ajenos mediante la ayuda mutua en un marco de empatía 

dentro de circunstancias adversas; 

IX. Laicidad, se refiere a las garantías institucionales para asegurar la igualdad de condiciones de las personas 

jóvenes en el ejercicio libre de sus creencias religiosas, sin que se favorezca ningún credo religioso; 

X. Interculturalidad , como la interacción equitativa de diversas culturas, así como la posibilidad de generar 

expresiones culturales compartidas, a través del diálogo y del respeto mutuo; 

XI. Reconocimiento de personas jóvenes en situación de vulnerabilidad: Son las personas jóvenes que se 

encuentran en circunstancias específicas de carácter socioeconómico, alimentario, psicológico, físico, 

discapacidad, identidad cultural, origen étnico o nacional, condición migratoria o situación de apatridia, o bien, 

relacionadas con aspectos de género, preferencia sexual, creencias religiosas o prácticas culturales, u otros que 

restrinjan o limiten el ejercicio de sus derechos. 

XII. Interés superior de la niñez, para efectos de esta ley debe entenderse como la consideración primordial 

que deben realizar las autoridades para asegurar el disfrute pleno y efectivo de los derechos de la persona 

adolescente, de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y los tratados internacionales aplicables de los 

que el Estado Mexicano sea parte. 

XIII. Interseccionalidad , como el enfoque de interpretación y aplicación de esta Ley bajo el cual las 

categorías de género, grupo, clase, orientación sexual, así como otras categorías sociales, son conceptos 

construidos y están interrelacionados. 

Artículo 8. En la aplicación de la presente Ley, las autoridades federales, estatales, municipales y de las alcaldías 

de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, adoptarán medidas de garantía a favor de 

todas las personas jóvenes y acciones afirmativas para quienes se encuentren en situación de vulnerabilidad. 

Artículo 9. A falta de disposición expresa en esta Ley o en los tratados internacionales se aplicarán 

supletoriamente: 

I. Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

II. Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

III. Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 

IV. Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 

V. El Código Civil Federal, y 



 

 
 

VI. El Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Sección Segunda 

Del Instituto Mexicano de la Juventud 

Capítulo Primero 

Objeto, fines y atribuciones del Instituto 

Artículo 10. El Instituto Mexicano de la Juventud es un organismo público descentralizado de la Administración 

Pública Federal, con personalidad jurídica, patrimonio propio, autonomía técnica, operativa y de gestión y con 

domicilio en la Ciudad de México. 

Artículo 11. El Instituto tendrá por objeto 

I. Promover y fomentar las condiciones que aseguren a la juventud un desarrollo pleno e integral, en 

condiciones de igualdad y no discriminación de conformidad con lo establecido en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, ordenamientos legales y Tratados Internacionales suscritos por el Estado 

mexicano; 

II. Definir e instrumentar una política nacional de la juventud, que permita incorporar plenamente a los jóvenes 

al desarrollo del país, en concurrencia con las autoridades locales; 

III. Proponer al Ejecutivo Federal programas especiales orientados a mejorar las condiciones de salud, 

educación y bienestar de la juventud, particularmente para jóvenes indígenas y con alguna discapacidad, así 

como los espacios para la convivencia y recreación, sin menoscabo de las atribuciones que en estos propósitos 

competen a otras dependencias; 

IV. Asesorar al Ejecutivo Federal en la planeación y programación de las políticas y acciones relacionadas con 

el desarrollo de la juventud, de acuerdo al Plan Nacional de Desarrollo; 

V. Actuar como órgano de consulta y asesoría de las dependencias y entidades de la Administración Pública 

Federal, así como de las autoridades estatales, municipales, y de los sectores social y privado cuando así lo 

requieran; 

VI. Promover coordinadamente con las autoridades de los tres órdenes de gobierno, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, las acciones destinadas a mejorar el nivel de vida de la juventud, así como sus 

expectativas sociales, económicas, culturales y derechos, y 

VII. Fungir como representante del Gobierno Federal en materia de juventud, ante los Gobiernos estatales y 

municipales, organizaciones privadas, sociales y organismos internacionales, así como en foros, convenciones, 

encuentros y demás reuniones en las que el Ejecutivo solicite su participación. 

Artículo 12. El Instituto en la definición e instrumentación de la Política Nacional a deberá trabajar en 

colaboración con las dependencias de la Administración Pública Federal, conforme las siguientes bases: 

I. Impulsar el mejoramiento de la calidad de vida de la juventud; 

II. Promover una cultura de conocimiento, ejercicio y respeto de los derechos de la juventud, en los distintos 

ámbitos; 



 

 
 

III. Garantizar a los jóvenes el acceso y disfrute de oportunidades en condiciones de equidad. 

IV. Reconocer que los jóvenes, por su condición humana particular, representan un potencial humano que los 

hace formadores de cambios sociales y actores estratégicos para el desarrollo de nuestra sociedad; 

V. Fomentar en los distintos ámbitos en los que se desenvuelven los jóvenes el conocimiento de sus derechos, 

su comprensión, aprobación y los medios para hacerlos exigibles; 

VI. Observar los criterios de integralidad y transversalidad en la ejecución de programas y acciones que 

procuren cubrir las necesidades básicas de los jóvenes y promover su desarrollo personal, social y económico. 

Asimismo, se impulsará un federalismo institucional en la ejecución de los programas y acciones que, en su 

caso, se coordinen entre las distintas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en el 

ámbito de su competencia, con los gobiernos de las entidades federativas y a través de ellos con los municipios 

y alcaldías de la Ciudad de México. 

VII. Proponer en el ámbito de su competencia la asignación y distribución presupuestal suficiente que permita 

cumplir con la Política Nacional. 

El presupuesto tendrá un enfoque de juventud que impulse un gasto público que tenga como objetivos: satisfacer 

las necesidades básicas de la juventud; promover su reconocimiento social, y potencializar a los jóvenes como 

agentes estratégicos para el desarrollo del país. 

Para la institucionalización del presupuesto con enfoque de juventud, se identificarán los recursos destinados para 

cumplir los fines señalados en el párrafo anterior, asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, de 

conformidad con la normatividad aplicable, y 

I. Considerar a la familia, como institución social básica transmisora de los valores culturales de la sociedad, 

en la que los jóvenes representan el elemento más importante de enlace intergeneracional. 

Artículo 13. Para el cumplimiento de su objeto el Instituto tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Elaborar el Programa Nacional de la juventud que tendrá por objeto orientar la Política Nacional, el cual 

deberá ser congruente con los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo y con los programas sectoriales, 

institucionales y especiales a que se refiere la Ley de Planeación; 

II. Concertar acuerdos y convenios con las autoridades de las entidades federativas, municipios y alcaldías para 

promover, con la participación, en su caso, de los sectores social y privado, las políticas, acciones y programas 

tendientes al desarrollo integral de la juventud y la difusión de sus derechos y obligaciones reconocidos en la 

Constitución y Tratados Internacionales de los que nuestro país sea parte, así como los mecanismos para su 

exigibilidad; 

III. Promover la coordinación interinstitucional con organismos gubernamentales y de cooperación en el ámbito 

nacional e internacional, como mecanismo eficaz para fortalecer las acciones que garanticen el cumplimiento 

efectivo de los derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Tratados 

Internacionales de los que nuestro país sea parte; 

IV. Celebrar acuerdos y convenios de colaboración con organizaciones privadas y sociales, para el desarrollo 

de proyectos que beneficien a la juventud; 



 

 
 

V. Consultar, en coordinación con el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas respecto de las políticas, 

programas y acciones de desarrollo de los jóvenes indígenas; garantizar la participación de éstos en su diseño 

y operación; y, en su caso, incorporar a la planeación nacional sus recomendaciones propuestas; 

VI. Celebrar acuerdos y convenios de colaboración con las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal, órganos constitucionales autónomos, así como con los estados, municipios y alcaldías, para 

intercambiar información y datos estadísticos sobre juventud; 

VII. Realizar, promover y difundir estudios e investigaciones de la problemática y características juveniles; 

VIII. Recibir y canalizar propuestas, sugerencias e inquietudes de la juventud; 

IX. Auxiliar a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como a los gobiernos de 

las entidades federativas y municipios en la difusión y promoción de los servicios que presten a la juventud 

cuando así lo requieran; 

X. Prestar los servicios que se establezcan en los programas que formule el Instituto en aplicación de esta Ley; 

XI. Promover y ejecutar acciones para el reconocimiento público y difusión de las actividades sobresalientes 

de los jóvenes mexicanos en distintos ámbitos del acontecer nacional y, en especial, aquellas que reconozcan 

y fomenten la herencia cultural de los pueblos y comunidades indígenas, y fortalezcan el respeto y el 

conocimiento de las diversas culturas existentes en el país; 

XII. Diseñar, implementar y ejecutar, con una perspectiva de transversalidad, programas destinados al 

aprovechamiento de las capacidades y potencialidades de los jóvenes: en su desarrollo económico y productivo, 

a través de la incorporación laboral, de la asignación de fondos destinados a la generación y fortalecimiento 

del autoempleo donde los jóvenes tengan participación directa ya sea en su creación, desarrollo o inclusión 

laboral; en su desarrollo social, a través del conocimiento, aprecio y creación de la cultura en los ámbitos de 

expresión de las artes y del humanismo, la organización juvenil, el liderazgo social y la participación ciudadana; 

y en general en todas aquellas actividades que, de acuerdo a su capacidad presupuestal, estén orientadas al 

desarrollo integral de la juventud; 

XIII. Elaborar, en coordinación con las dependencias y las entidades de la Administración Pública Federal, 

programas y cursos de orientación e información sobre adicciones, nutrición, educación sexual y sobre salud 

reproductiva, derechos humanos, cultura de la no violencia y no discriminación, equidad de género, medio 

ambiente, apoyo a jóvenes en situación de exclusión y vivienda; 

XIV. Proponer a la Secretaría de Educación Pública la operación de programas especiales de becas para 

fortalecer la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, la conclusión de la educación básica, la 

capacitación productiva y la educación media superior y superior de los estudiantes indígenas; 

XV. Difundir en las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, así como en los gobiernos 

de los estados, municipios y alcaldías, la información y los compromisos asumidos por el Estado Mexicano en 

los Tratados Internacionales en materia de juventud, y 

XVI. Las demás que le otorguen la presente Ley y otros ordenamientos legales y reglamentarios. Artículo 

14. El Programa Nacional de la Juventud deberá ser diseñado desde una perspectiva que promueva la 

participación efectiva de las personas jóvenes, e integrará la opinión de organizaciones de la sociedad civil, y 



 

 
 

demás sectores involucrados con la juventud, así como de las instituciones gubernamentales y académicas 

además de lo que prevé la Ley de Planeación. 

El Programa Nacional de la Juventud será obligatorio para las dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal en el ámbito de sus respectivas competencias, y orientará las acciones de los estados y los 

municipios en la materia. 

Artículo 15. El patrimonio del Instituto se integrará con: 

I. Los recursos que se le asignen en el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

II. Los bienes muebles, inmuebles y demás recursos que adquiera con base en cualquier título legal, y 

III. Los subsidios, transferencias, donaciones y legados que reciba de personas físicas o morales, nacionales o 

extranjeras, los cuales de ninguna manera podrán implicar condiciones contrarias a su objeto conforme lo 

establece la ley. 

En el uso de recursos públicos por parte del Instituto se estará a los principios de austeridad republicana, por lo 

que en el caso de proyectos, estudios, programas e investigaciones relacionadas con su objeto, primeramente se 

hará uso de las capacidades e infraestructuras institucionales del Gobierno Federal, privilegiando que en ello 

participen las personas jóvenes, en caso de que sea necesario contratar a terceros, se procederá conforme al 

principio de licitación pública. 

Capítulo Segundo 

Administración, Control y Vigilancia del Instituto 

Artículo 16. El Instituto contará con los siguientes órganos de administración: 

I. Junta de Gobierno; 

II. Dirección General, y 

III. Las estructuras administrativas que se establezcan en el Estatuto Orgánico. 

Artículo 17. La Junta de Gobierno se integrará por catorce miembros, de los cuales serán: 

I. Siete Miembros Propietarios, quienes serán los titulares de: 

a) La Secretaría de Bienestar, quien la presidirá; 

b) La Secretaría de Gobernación; 

c) La Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

d) La Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

e) La Secretaría de Salud; 

f) La Secretaría de Educación Pública; 



 

 
 

g) La Secretaría de Economía; 

h) La persona titular de la Dirección General del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas. 

Por cada Miembro Propietario, el titular podrá nombrar a un suplente, quien deberá tener el nivel Director General 

o equivalente, y 

I. Seis miembros más que serán: 

a) Cuatro jóvenes, integrantes del Consejo Ciudadano de la Juventud. 

b) Dos rectores o directores de universidades o instituciones públicas de educación superior del país, a 

propuesta de la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior, y 

Estos seis miembros formarán parte de la Junta de Gobierno a invitación del titular de la Secretaría de Bienestar, 

durarán en su encargo un año y serán designados de acuerdo al procedimiento que se señale en el Estatuto 

Orgánico. 

La Junta de Gobierno podrá invitar a los representantes de otras dependencias e instituciones públicas, privadas 

y sociales, quienes tendrán derecho a voz, pero sin voto. 

La Junta de Gobierno contará con un Secretario Ejecutivo que será en quien recaiga la titularidad del Instituto 

Mexicano de la Juventud, y de un Prosecretario que auxiliará al Secretario Ejecutivo en la ejecución de los 

acuerdos de la Junta de Gobierno. 

Artículo 18. La Junta de Gobierno tendrá las siguientes facultades indelegables: 

I. Establecer, en congruencia con los programas sectoriales, las políticas generales y prioridades a las que 

deberá sujetarse el Instituto; 

II. Aprobar los programas y acciones que garanticen la correcta instrumentación y ejecución de la política 

nacional de la juventud; 

III. Autorizar los presupuestos del Instituto, así como sus modificaciones, en los términos de la legislación 

aplicable; 

IV. Fijar las bases así como los montos mínimos, máximos y actualizaciones de las cuotas de recuperación por 

los servicios que preste el Instituto; 

V. Expedir las normas generales para que el Director General pueda disponer, cuando fuere necesario, de los 

activos fijos del Instituto que no correspondan al objeto del mismo; 

VI. Aprobar cada año los estados financieros del Instituto y autorizar su publicación, previo informe de los 

comisarios y el dictamen de los auditores externos; 

VII. Aprobar, de acuerdo con las disposiciones legales, la elaboración de las políticas, bases y programas 

generales que regulen los convenios, contratos, pedidos o acuerdos que deba celebrar el Instituto con terceros 

en materia de obras públicas, adquisiciones, arrendamientos y prestación de servicios; 



 

 
 

VIII. Establecer, con sujeción a las disposiciones legales, las normas necesarias para la adquisición, 

arrendamiento y enajenación de inmuebles que el Instituto requiera, con excepción de aquellos de su propiedad 

que la Ley General de Bienes Nacionales considere del dominio público de la Federación; 

IX. Constituir comités de apoyo y determinar sus bases de funcionamiento; 

X. Designar y remover, a propuesta del Director General del Instituto, a los servidores públicos de los dos 

niveles administrativos inferiores al de aquél, así como concederles licencias; 

XI. Designar y remover al Prosecretario, a propuesta de su Presidente; 

XII. Aprobar el Estatuto Orgánico del Instituto y el proyecto de estructura orgánica previa opinión de las 

dependencias competentes; así el Manual de Organización General y los correspondientes de Procedimientos 

y Servicios al Público del Instituto; 

XIII. Analizar y, en su caso, aprobar los informes periódicos que rinda el Director General, con la intervención 

que corresponda al Comisario. 

XIV. Aprobar las normas y bases para la cancelación de adeudos a favor del Instituto y con cargo a terceros, 

cuando fuere notoria la imposibilidad práctica de su cobro, informando lo conducente a la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público por conducto de la Secretaría de Bienestar, y 

XV. Las demás que, con el carácter de indelegables, se le atribuyan en los términos de la Ley Federal de 

Entidades Paraestatales y otras disposiciones legales aplicables. 

Artículo 19. La Junta de Gobierno celebrará sesiones ordinarias, por lo menos cuatro veces por año, y las 

extraordinarias que convoque su Presidente. 

La Junta de Gobierno sesionará válidamente con la asistencia de por lo menos la mitad más uno de sus miembros. 

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros presentes y el Presidente tendrá voto de calidad en 

caso de empate. 

Asistirán a las sesiones de la Junta de Gobierno con voz pero sin voto: el Secretario Ejecutivo, el Prosecretario y 

el Comisario. 

Artículo 20. El Director General del Instituto será nombrado y removido por el titular del Ejecutivo Federal. El 

nombramiento deberá recaer en persona que reúna los requisitos establecidos en el artículo 21 de la Ley Federal 

de Entidades Paraestatales. 

Artículo 21. El Director General del Instituto, además de las facultades y atribuciones que le confiere el artículo 

22 de la Ley Federal de Entidades Paraestatales, tendrá las siguientes: 

I. Administrar y representar legalmente al Instituto; 

II. Ejecutar, instrumentar y vigilar el cumplimiento de los acuerdos de la Junta de Gobierno; 

III. Presentar a consideración y, en su caso, aprobación de la Junta de Gobierno el Estatuto Orgánico del 

Instituto, así como el Manual de Organización General y los correspondientes de Procedimientos y Servicios 

al Público del Instituto; 



 

 
 

IV. Formular los programas institucionales de corto, mediano y largo plazos; 

V. Formular anualmente el anteproyecto de presupuesto del Instituto, para someterlo a la aprobación de la Junta 

de Gobierno; 

VI. Nombrar al personal del Instituto; 

VII. Someter a la Junta de Gobierno y publicar el informe anual sobre el desempeño de las funciones del 

Instituto; 

VIII. Recabar información y elementos estadísticos sobre las funciones del Instituto, para mejorar su 

desempeño; 

IX. Remitir a las Mesas Directivas de ambas Cámaras del H. Congreso de la Unión, al inicio de los periodos 

ordinarios de sesiones de cada año legislativo, los estudios e investigaciones relativos a la problemática y 

características juveniles; 

X. Difundir los proyectos de desarrollo de la juventud, el seguimiento a las acciones de los programas y sus 

correspondientes propuestas previstos en la presente Ley, y 

XI. Las que le confieran las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 22. El Instituto contará con un órgano de vigilancia, integrado por un comisario público propietario y 

un suplente, designados por la Secretaría de la Función Pública, y tendrán las facultades que les otorgan la Ley 

Federal de las Entidades Paraestatales y las demás disposiciones legales aplicables. 

Artículo 23. El Instituto contará con un Órgano de Control Interno, al frente de la cual estará el contralor, 

designado en los términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en el ejercicio de sus 

facultades y se auxiliará por los titulares de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades designados en los 

mismos términos. 

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior, en el ámbito de sus respectivas competencias, ejercerán 

las facultades previstas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales, la Ley General de Responsabilidades Administrativas y en los demás ordenamientos legales y 

administrativos aplicables. 

Artículo 24. El Instituto contará con un Servicio Profesional de Carrera, aplicable a los servidores públicos del 

mismo, que se organizará en los términos que establezca el Estatuto que en la materia expida la Junta de Gobierno. 

Capítulo Tercero 

Del Régimen Laboral y Seguridad Social 

Artículo 25. Las relaciones de trabajo entre el Instituto y sus trabajadores, se regirán por la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado A del Artículo 123 Constitucional. 

Título Segundo 

Derechos y Mecanismos de Garantía de las Personas Jóvenes 



 

 
 

Capítulo Primero 

Del Bloque de Derechos 

Artículo 26. Todas las personas jóvenes cuentan con derechos y garantías reconocidas en la presente Ley, los 

cuales son inherentes a la condición de personas y, por consiguiente, son indivisibles, irrenunciables, inalienables 

e imprescriptibles, en términos de lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

Tratados Internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, demás ordenamientos jurídicos y normas de 

carácter general aplicables. 

Las autoridades deberán velar en todo momento por el aseguramiento y garantía de estos derechos necesarios, 

como mínimo vital, para que las personas jóvenes desarrollen sus potencialidades y puedan lograr la satisfacción 

de sus legítimas aspiraciones personales, asimismo las autoridades tienen la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos de las personas jóvenes, así como formular políticas públicas y 

proponer programas que alienten y mantengan de modo permanente la contribución y el compromiso de los 

jóvenes con una cultura de paz, respeto a los derechos humanos, a la difusión de los valores de la tolerancia y la 

justicia. 

Los derechos consagrados en la presente Ley son de manera enunciativa y no limitativa. 

Artículo 27 . Las personas jóvenes tienen el derecho a una vida digna, de tal manera que puedan acceder y 

disfrutar de las libertades, servicios, beneficios sociales y convivencia que les permitan construir una vida digna 

para lograr su participación en la sociedad con responsabilidad y con respeto a sus derechos humanos. 

Las personas jóvenes tendrán derecho al trabajo digno y a la seguridad social; a un medio ambiente sano; al arte, 

la ciencia, cultura y la recreación, así como a la paz y a una vida libre de violencia. El Estado también garantizará 

su participación en asuntos políticos, económicos, sociales, ambientales y culturales. 

Las autoridades garantizarán el respeto a la dignidad de las personas jóvenes en condiciones que propicien su 

desarrollo, así mismo deberán crear, promover y apoyar programas, iniciativas e instancias para que las personas 

jóvenes tengan las oportunidades para construir una vida digna garantizando en la máxima medida posible su 

bienestar, así como el acceso a los medios y mecanismos necesarios para ello. 

Artículo 28 Toda persona joven deberá ser respetada en su propia identidad, en atención a sus particularidades y 

características, ya sea en razón de sexo, origen étnico, filiación, orientación sexual, condición de discapacidad, 

ideología política, creencia de culto, prácticas y expresiones culturales, o de cualquier otra característica que los 

identifique. 

Las autoridades deberán garantizar la protección de las personas jóvenes en contra de agresiones psicológicas, 

físicas o de discriminación que afecten el derecho a su identidad en los términos establecidos en la presente Ley. 

Artículo 29. Todo joven tiene derecho al libre desarrollo de la personalidad, para ello las autoridades deberán 

proporcionar las condiciones para tal desarrollo, así como orientación y educación que así lo permitan. 

Artículo 30. Los sujetos obligados garantizarán la protección de las personas jóvenes en su integridad física y 

mental. Queda prohibido todo acto de tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes por su condición de joven 

o por cualquier otro motivo. 



 

 
 

Queda prohibido cualquier persecución o acto de criminalización hacía las personas jóvenes por su apariencia, 

condición de discapacidad, forma de vestir, color de piel, ideología política, forma de hablar o en caso de presentar 

conflictos con sustancias. 

No podrán establecerse sanciones en lo individual o como grupo identificado, con motivo de su apariencia, su 

personalidad, por sus preferencias o cualquier otra condición. 

Artículo 31. Las personas jóvenes tienen el derecho de acceder a la procuración y administración de la justicia 

por medio de los órganos instituidos para tal fin, de forma gratuita, completa, expedita e imparcial. Ello implica 

el derecho a denunciar, de audiencia, defensa especializada, adecuada y efectiva, así como a un trato justo y digno, 

a la igualdad ante la ley y a todas las garantías constitucionales. 

Las personas jóvenes a quienes se les atribuya la comisión de una conducta ilícita deberán recibir un trato justo, 

digno y humano, respetando todas las garantías reconocidas por la Constitución y los Tratados Internacionales 

que el Estado mexicano sea parte, observando su condición juvenil y aplicándose la legislación correspondiente 

a su edad. 

Las personas jóvenes pertenecientes o que por razones de autoadscripción se consideren parte de pueblos 

indígenas o etnias, tienen derecho a ser asistidas gratuitamente por intérpretes y defensores que tengan 

conocimiento de su lengua indígena, costumbres y cultura. 

De igual modo, las personas jóvenes con alguna discapacidad tendrán derecho a ser asistidos por las autoridades 

de procuración y administración de justicia. 

Las autoridades de seguridad pública y policía establecerán protocolos de actuación policial en relación con las 

personas jóvenes desde un modelo de seguridad democrática y en un marco de garantía de los derechos de la 

adolescencia. 

Artículo 32. Las personas jóvenes tienen derecho a oponerse al cumplimiento de un deber u obligación jurídica 

cuando resulta incompatible con su conciencia o convicciones personales. En todo caso la autoridad judicial 

resolverá lo conducente, caso por caso. 

Las personas jóvenes menores de 18 años no serán llamados a filas ni involucrados, en modo alguno, en 

hostilidades militares o en el cumplimiento de tareas de seguridad pública. 

Artículo 33 Las personas jóvenes tienen derecho a formar parte de una familia, que promueva relaciones que se 

caractericen por el afecto, respeto y responsabilidad mutua entre sus miembros y a estar protegidos de todo tipo 

de maltrato o violencia. 

Las personas jóvenes tienen derecho a la formación de una familia, la cual se sustente en el afecto, respeto, 

tolerancia, comprensión, solidaridad y responsabilidad mutua entre sus integrantes, libres de todo tipo de 

violencia, a la libre elección de la pareja, a la vida en común, convivencia o matrimonio dentro de un marco de 

igualdad entre sus integrantes, de conformidad con la legislación aplicable, así como a la maternidad y paternidad 

responsable e informada. 

Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno deberán garantizar y facilitar las condiciones educativas, 

económicas, sociales y culturales que fomenten los valores, la cohesión y fortaleza de las vidas familiares, así 

como el sano desarrollo de las personas jóvenes en su seno. Para estos efectos, se reconoce la pluralidad en la 

conformación de los diversos tipos de familias. 



 

 
 

Artículo 34. Las personas jóvenes tienen el derecho de reunirse, organizarse y asociarse libremente en forma 

lícita y pacífica, en tanto no afecten o perturben los derechos de terceros, con la finalidad de hacer realidad sus 

aspiraciones y proyectos individuales y colectivos, así como para atender los temas de su interés y proponer 

soluciones a los problemas que les aquejan ante las instancias competentes. 

Las personas jóvenes tienen derecho a formar asociaciones que busquen materializar sus demandas, aspiraciones 

y proyectos colectivos en términos de lo establecido en la Constitución Política, Tratados Internacionales en los 

que el Estado Mexicano sea parte y demás ordenamientos jurídicos aplicables. 

Las autoridades deberán coadyuvar con las agrupaciones juveniles para facilitar su organización y/o asociación 

cuando estas lo deseen, respetando su independencia y autonomía, contando con el reconocimiento y apoyo de 

otros actores involucrados, sin importar cuál sea el fin que buscan, siempre que sea lícito. 

Artículo 35. Todas las personas jóvenes tienen derecho a la plena participación social y política de nuestro país, 

para lo cual éstos gozarán: 

I. Del derecho a tomar parte de los asuntos públicos de su comunidad y en general de la vida nacional; 

II. Del derecho a votar y ser votados, con excepción de las personas jóvenes menores de dieciocho años; 

III. Del derecho a acceder al servicio público en condiciones generales de igualdad y siempre de conformidad 

con las leyes en la materia. 

Los derechos previstos en las fracciones I y II, se gozarán sin más limitaciones que las establecidas en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las normas de carácter general en la materia. 

Las autoridades promoverán la participación efectiva de las personas jóvenes en el diseño, planeación, ejecución 

y seguimiento de las políticas públicas dirigidas a éstas. En el ámbito de sus competencias apoyarán a las personas 

jóvenes en la realización de acciones de beneficio colectivo, así como en la construcción y desarrollo de los 

espacios de relación e identidad que ellas mismas construyan y sean de su interés, en los términos establecidos en 

la legislación aplicable. 

Las personas jóvenes tienen derecho a formar organizaciones que busquen hacer realidad sus demandas, 

aspiraciones y proyectos colectivos de conformidad con la normatividad aplicable. 

Artículo 36. Las autoridades reconocerán el derecho a la igualdad de género de las personas jóvenes, impulsarán 

políticas que aseguren la equidad entre hombres y mujeres jóvenes en el marco de la igualdad de oportunidades 

y ejercicio de derechos. 

Artículo 37. Las personas jóvenes tienen derecho al honor, a la intimidad personal, familiar y a la propia imagen. 

Las autoridades promoverán las medidas necesarias y formularán propuestas de alto impacto social para alcanzar 

la plena efectividad de estos derechos y para evitar cualquier explotación de su imagen o prácticas en contra de 

su condición física y mental, que mermen su dignidad personal. 

Artículo 38. Las personas jóvenes tienen derecho a la libertad de expresión e información y réplica, y al libre 

ejercicio de sus capacidades de opinión, análisis y crítica. 



 

 
 

Artículo 39. Las personas jóvenes tienen derecho a la salud, así como al libre ejercicio de sus derechos sexuales 

y reproductivos. 

Las autoridades deberán establecer programas de salud mental y de prevención del suicidio. 

Capítulo Segundo 

De las Medidas de Garantía 

Artículo 40. Cualquier autoridad o particular que ejerza actos de autoridad deberá respetar, promover y garantizar 

los derechos de las personas jóvenes. 

Artículo 41. Las medidas de garantía para las administraciones públicas federal y locales, consistirán en: 

I. Emitir y ejecutar el Programa Nacional, Estatal y Municipal en materia de juventud; 

II. En el ámbito de las Entidades Federativas, establecer un Instituto Estatal de la Juventud que goce de 

autonomía técnica, operativa y de gestión, y 

III. En el ámbito de los Ayuntamientos establecer una instancia de atención especializada a las personas 

jóvenes, particularmente que se garantice la prestación y acceso a servicios municipales. 

Artículo 42. Tanto el Congreso de la Unión como las Legislaturas de los Estados establecerán como medida de 

garantía, la realización de foros y parlamentos abiertos para la revisión anual a los ordenamientos legales relativos 

a la juventud, donde se promoverá la participación efectiva de las personas jóvenes. 

Artículo 43. Las medidas de garantía vinculantes para los órganos jurisdiccionales de los distintos ámbitos de 

gobierno consistirán en lo siguiente: 

I. Emitir protocolos de actuación ante la existencia de personas jóvenes sujetas a juicio, particularmente de 

jóvenes en situación de vulnerabilidad, de conformidad con la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia 

Penal para Adolescentes; 

II. Aplicar efectivamente los protocolos que se refieren en la fracción anterior; y 

III. Si así lo consideran conveniente, pedir la opinión institucional especializada del Instituto para la resolución 

de un caso judicial en particular. 

Artículo 44. El Instituto en caso de que advierta que una situación en donde exista una violación grave y reiterada 

a los derechos de las personas jóvenes podrá dictar una alerta de emergencia, de acuerdo a lo siguiente: 

I. Delimitará el lugar, ámbito o zona donde tiene situación la emergencia; 

II. Precisará las autoridades federales o locales que participaran en la atención de la alerta; 

III. Dictará las recomendaciones que deban implementar las autoridades en el ámbito de sus atribuciones, y 

IV. Dará vista a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 



 

 
 

Título Tercero 

De la Política Nacional de Juventud 

Capítulo Primero 

De los Objetivos y Criterios de la Política Nacional de Juventud 

Artículo 45. La Política Nacional de Juventud establecerá las acciones, proyectos, estrategias y políticas públicas 

conducentes a propiciar, en forma transversal y articulada, el máximo bienestar posible de las personas jóvenes, 

reconociendo la importancia de su inclusión y amplia participación como agentes estratégicos del desarrollo 

nacional. 

Artículo 46. La Política Nacional de Juventud deberá orientarse y perseguir los objetivos y principios rectores de 

la presente Ley. 

Artículo 47. En la formulación y conducción de la Política Nacional de Juventud, así como en la aplicación, 

evaluación y seguimiento de los programas e instrumentos que se deriven de esta Ley, se deberán observar al 

menos los siguientes criterios: 

I. Perspectiva de género; 

II. Transversalidad; 

III. Enfoque de derechos; 

IV. Atención a personas jóvenes en situación de vulnerabilidad, y 

V. Mecanismos de evaluación y rendición de cuentas. 

Capítulo Segundo 

De la Aplicación de la Política Nacional de Juventud 

Artículo 48. Para el pleno cumplimiento de la Política Nacional de Juventud, las autoridades promoverán la 

incorporación de la experiencia, conocimientos e intereses de las personas jóvenes en la formulación y 

seguimiento de sus políticas y programas, privilegiando la integración de los sectores para la generación de 

acciones integrales en materia de juventud y la medición diferenciada de sus resultados e impactos para las 

personas jóvenes. 

Artículo 49. Las entidades federativas, municipios y alcaldías implementarán acciones, en el ámbito de sus 

competencias, para el cumplimiento de la Política Nacional de Juventud. 

Artículo 50. El Ejecutivo Federal es el encargado de la rectoría y aplicación de la Política Nacional de Juventud, 

a través de las instancias correspondientes y coordinación con las autoridades locales. 

Corresponderá al Instituto Mexicano de la Juventud, la coordinación y seguimiento de la Política Nacional de 

Juventud, así como la determinación de lineamientos para el establecimiento de políticas públicas en materia de 

juventud, los marcos de referencia para la transversalización de la perspectiva de juventud, y las demás que sean 

necesarias para cumplir con los objetivos de la presente Ley. 

Artículo 51. Son instrumentos de la Política Nacional de Juventud los siguientes. 



 

 
 

I. El Sistema Nacional de Juventud; 

II. El Programa Nacional de Juventud; 

III. El Consejo Ciudadano de la Juventud, 

IV. El Sistema de Información sobre Juventud. 

Artículo 52. Los programas, fondos y recursos destinados al desarrollo de las personas jóvenes son prioritarios y 

de interés público, por lo cual se procurará que no haya disminuciones nominales en los montos presupuestales 

previamente aprobados en el ejercicio inmediato anterior, salvo que haya reconducción de recursos a otros 

programas y fondos destinados a la juventud. 

La Cámara de Diputados a través de las instancias especializadas en materia presupuestal hará propuestas al 

Ejecutivo Federal, para que en el proyecto de presupuesto de egresos de la Federación se garantice el diseño y 

ejecución de políticas públicas en materia de juventud. 

Título Cuarto 

Del Sistema Nacional de la Juventud y de los Mecanismos de Coordinación 

Capitulo Primero 

Mecanismos de Coordinación entre los Órdenes de Gobierno 

Artículo 53. El Instituto en coordinación con los entes estatales en materia de juventud, integraran el Sistema 

Nacional de la Juventud. Dicho Sistema se reunirá una vez al año a efecto de evaluar y dar seguimiento al 

cumplimiento del Programa Nacional de la Juventud. El Instituto dictará los Lineamientos para la organización y 

funcionamiento del Sistema Nacional. 

En las Entidades Federativas se deberá constituir un Sistema Estatal de Juventud, donde participaran los 

ayuntamientos de los Municipios y Alcaldías, la Ley de cada Estado establecerá lo conducente. 

El Sistema Nacional de la Juventud establecerá una metodología para la medición del avance y cumplimiento del 

Programa Nacional, mismo que será obligatorio para Estados y Municipios informar sobre los avances que 

correspondan. 

Capítulo Segundo 

Del Consejo Nacional de las Juventud 

Artículo 54. El Consejo Nacional de las Juventud es un órgano de participación social que tendrá por objeto 

conocer el cumplimiento dado a los programas en materia de juventud, formular opinar sobre los mismos, recabar 

la opinión de los ciudadanos interesados en políticas públicas en materia de juventud y presentar sus resultados y 

opiniones al Director General del Instituto, formulando, en su caso, las propuestas correspondientes. 

Artículo 55. El Consejo Nacional de la Juventud se integrará con 20 jóvenes mayores de edad y de manera 

equitativa en cuanto a su género, los cuales serán seleccionados por la Junta de Gobierno de conformidad con la 

convocatoria pública difundida previamente entre las instituciones de educación superior, las organizaciones 

juveniles vinculadas con el trabajo comunitario, político o social, los sectores público y privado, y los pueblos y 

comunidades indígenas. 



 

 
 

Los cargos de consejero son honoríficos y se desempeñarán por un período de un año. El Consejo Nacional se 

renovará de manera escalonada cada año. 

Los demás requisitos para la integración y renovación del Consejo Nacional, así como las atribuciones y 

funcionamiento de éste, se establecerán mediante Lineamientos y Convocatoria que emita el Instituto. 

En las Leyes de las Entidades Federativas se deberá prever la existencia de Consejos Estatales, Municipales y 

Alcaldías en materia de Juventud, similares al previsto en esta Ley, estos Consejos Locales servirán como 

instancia consultiva y de participación efectiva en la toma de decisiones. 

Título Quinto 

De los Medios de Exigibilidad 

Artículo 56. El Instituto tendrá a su cargo un sistema de medidas para tutelar y garantizar los derechos de las 

personas jóvenes a fin de hacerlos efectivos, de acuerdo a lo siguiente: 

I. Podrá formular recomendaciones no vinculantes para las autoridades federales y locales; 

II. Podrá prestar servicios de orientación y defensa jurídica conforme las bases y condiciones que se establezca 

por la Junta de Gobierno del Instituto; 

III. Tendrá legitimación procesal para iniciar acciones colectivas por actos u omisiones que afecten los derechos 

de las personas jóvenes; 

IV. Emitirá la alerta de emergencia en los casos y condiciones que prevé esta Ley, y 

V. Dará vista a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para efectos de que dicha Comisión investigue 

y en su caso valore la emisión de una recomendación en términos del ámbito de su competencia. 

Título Sexto 

De las Responsabilidades, Infracciones y Sanciones 

Artículo 57. El Instituto será el encargado de determinar la comisión de infracciones e imposición de sanciones 

en el ámbito de esta ley. 

Artículo 58. Los servidores públicos federales que incumplan con cualquiera de las obligaciones impuestas por 

esta Ley se les impondrá una multa de 300 a 1200 unidades de medida de actualización, para la determinación de 

la pena se considerará la gravedad de la conducta y los daños que haya causado. 

En caso de reincidencia, se dará vista a su superior jerárquico para efectos de que valore la remoción del cargo. 

Artículo 59. En caso de que la omisión o conducta de los servidores públicos federales implique la negativa 

injustificada ya sea a la prestación de un servicio público o al acceso a un programa social, la sanción económica 

prevista en el artículo anterior se podrá aumentar hasta en una mitad. 

Artículo 60. En caso de que se trate de conductas u omisiones contrarias a esta Ley por parte de servidores 

públicos locales, el Instituto dará vista al Congreso Local que corresponda así como procederá a formular las 

denuncias ante la instancia local correspondiente. 



 

 
 

Transitorios 

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Se abroga la Ley del Instituto Mexicano de la Juventud, así como las demás disposiciones legales o 

reglamentarias que se opongan al presente decreto. Los procedimientos y trámites que esté realizando el Instituto 

conforme a la ley anterior se concluirán conforme a las disposiciones que se originaron, 

Tercero . El Instituto Mexicano de la Juventud seguirá funcionando conforme a las disposiciones de la presente 

Ley General en Materia de Personas Jóvenes. 

La persona titular del Instituto Mexicano de la Juventud que, al momento de la entrada en vigor del presente 

decreto, continuará en el cargo de conformidad con lo dispuesto en esta Ley, el Estatuto Orgánico del Instituto en 

términos del Transitorio Quinto, y demás disposiciones aplicables. 

Cuarto . Las legislaturas de las entidades federativas en un plazo máximo de ciento ochenta días deberán 

armonizar sus leyes conforme a lo previsto en la presente Ley General en Materia de Personas Jóvenes. 

Las entidades federativas en el mismo plazo a que se refiere el párrafo anterior deberán establecer un Instituto 

Estatal de la Juventud, que goce de autonomía técnica, operativa y de gestión. 

Quinto . La Junta de Gobierno del Instituto Mexicano de la Juventud expedirá el estatuto orgánico de dicha 

entidad en un plazo de noventa días naturales, contado a partir de la entrada en vigor de este decreto. 

En tanto se expide el estatuto orgánico, se continuará aplicando el que se encuentre vigente en lo que no se oponga 

a esta ley; y en lo no previsto se estará a lo que resuelva la Junta de Gobierno. 

Sexto . El Consejo Nacional de las Juventud deberá estar instalado dentro de los tres meses siguientes a la entrada 

en vigor de los lineamientos a que hace referencia esta ley. 

Séptimo . Las relaciones laborales con los trabajadores del Instituto Mexicano de la Juventud seguirán su 

vigencia, conservando su antigüedad, derechos y condiciones laborales, en términos de la legislación que les 

corresponda. 

Octavo . La aplicación de esta ley se hará en forma progresiva y conforme a las disponibilidades presupuestales 

de los entes encargados de su aplicación por lo que no habrá lugar a ampliaciones presupuestales. 

Notas 

1 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5608665&fecha=24/12/2020   

2 Registro digital: 165224, Jurisprudencia, Materias(s): Constitucional, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: Tomo XXXI, Febrero de 2010, Tesis: P./J. 5/2010, 

Página: 2322 

LEYES LOCALES EN MATERIAS CONCURRENTES. EN ELLAS SE PUEDEN AUMENTAR LAS 

PROHIBICIONES O LOS DEBERES IMPUESTOS POR LAS LEYES GENERALES. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5608665&fecha=24/12/2020


 

 
 

Las leyes generales son normas expedidas por el Congreso de la Unión que distribuyen competencias entre los 

distintos niveles de gobierno en las materias concurrentes y sientan las bases para su regulación, de ahí que no 

pretenden agotar la regulación de la materia respectiva, sino que buscan ser la plataforma mínima desde la que 

las entidades puedan darse sus propias normas tomando en cuenta su realidad social. Por tanto, cumpliendo el 

mínimo normativo que marca la ley general, las leyes locales pueden tener su propio ámbito de regulación, 

poniendo mayor énfasis en determinados aspectos que sean preocupantes en una región específica. Si no fuera 

así, las leyes locales en las materias concurrentes no tendrían razón de ser, pues se limitarían a repetir lo 

establecido por el legislador federal, lo que resulta carente de sentido, pues se vaciaría el concepto mismo de 

concurrencia. En este sentido, las entidades federativas pueden aumentar las obligaciones o las prohibiciones que 

contiene una ley general, pero no reducirlas, pues ello haría nugatoria a ésta. 

3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2020/Juvent ud2020_Nal.pdf  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de marzo de 2021. 
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